¿Por qué incendiamos el país y qué podemos hacer para evitarlo?




     




          Gonzalo Flores

Cada época seca los incendios asolan el país. Pese a su gravedad, las autoridades no logran establecer un medio apropiado para reducirlos y evitarlos. Como en todo problema, la adopción de buenas medidas depende directamente del conocimiento de sus causas. He aquí algunas reflexiones y propuestas:
Hay varios tipos de incendios rurales en el país: los principales son los de bosques y los de pastizales. En el primer caso, normalmente los agricultores derriban una parte del bosque unos meses antes de la época seca. Cuando ésta se instala plenamente, queman la vegetación derribada para obtener una parcela limpia donde poder plantar sus cultivos. A veces el fuego escapa a su control y se extiende al bosque circundante, que está menos húmedo y por tanto más propenso al incendio. En el segundo caso, los ganaderos queman el pasto para favorecer su rebrote y así obtener alimento para el ganado. Este fuego es también capaz de escapar al control de quien lo provoca y extenderse hacia el bosque o áreas pobladas.

Las causas de los incendios no radican como se cree, en la mala educación, intención perversa de la gente o en el placer de hacer daño. Radican, a mi juicio, en tres factores muy precisos:
1. En primer lugar, en incentivos a favor de la destrucción del bosque. La ley requiere que la tierra cumpla una “función económico-social”, la cual hasta ahora ha sido definida como agrícola o ganadera. Por consiguiente, el que quiere demostrar que emplea la tierra de acuerdo a ley, tiene que tumbar por lo menos algo del bosque y quemarlo. Absurdamente, la ley no reconoce a la actividad forestal como una función económico-social. Existen también otros incentivos a favor de la destrucción del bosque y los incendios, como los créditos de bajo costo para la agricultura y ganadería y la asistencia técnica gratuita para instalar cultivos en tierras forestales.
2. En segundo lugar, la mayoría de los bosques están bajo regímenes de propiedad inadecuados. Según la ley boliviana, todos los bosques (53 M Ha) son propiedad de la nación. De esos bosques, 28 M son para producción forestal permanente, pero sólo 8 M Ha están bajo alguna forma de manejo. El saldo está bajo dos tipos de régimen: o son tierras forestales de reserva, donde en la práctica el acceso a los recursos forestales es libre, o son áreas bajo regímenes comunales o semicomunales, que permiten un acceso un poco más restringido a los recursos forestales pero que evitan la inversión en ellos, ya que imponen la tragedia de los comunes o el principio del “free raider”: todos se benefician de la extracción, pero nadie quiere invertir porque no tiene modo de asegurar los beneficios. 
3. En tercer lugar, el país adolece de falta de controles y reacciones. Cuando hay incendios (de bosques o de pastizales) los Gobiernos se alarman y piden ayuda para apagarlos, pero nunca toman ninguna iniciativa organizada y efectiva para evitarlos.  Y los responsables nunca son sancionados.
La consecuencia es que los incendios están aumentando. Se ha registrado 3000 incendios en el año 2000, 1221 en el 2001, 3955 en el 2002 y 4500 en 2005!! A este paso habrá aproximadamente 5000 incendios en 2006 y alrededor de 8000 en 2010. Estos incendios acarrean la destrucción de los bosques y con ellos, la pérdida de recursos maderables y no maderables, la perturbación de ecosistemas frágiles y de hábitats, la puesta en peligro de muchas especies, la calidad del aire, agua y suelo. También provocan pérdidas directas por daños a otras actividades económicas (como los viajes aéreos) y daños de salud todavía no cuantificados. Bolivia no puede soportar estos atentados a los sistemas sostenedores de vida y a su propia economía.
¿Qué se puede hacer para parar esto?

Por supuesto que hay que empezar designando a funcionarios calificados para que se encarguen únicamente de este tema.

Con ellos, podemos empezar descartando algunas soluciones ineficientes: a) las administrativas: se ha pensado que si se pasa la responsabilidad de autorizar incendios de un repartición estatal a otra la situación mejoraría. Ese supuesto es falso, ya que la mayoría de los incendiarios inician los fuegos sin pedir autorización alguna; b) las simplemente educativas: se ha hecho innumerables campañas educativas, pero el número de incendios sigue en ascenso, y curiosamente, ocurren en lugares donde ha habido gran esfuerzo educativo. La práctica demuestra la inutilidad de la educación masiva, especialmente del enfoque “concientizador”.
Me parece que lo óptimo es actuar sobre las causas de los incendios. Por consiguiente propongo:

a. Reconocer que la actividad forestal es una actividad económico-social, y que por tanto, hacer una plantación o manejar un bosque deben otorgarle al que lo hace la propiedad sobre la tierra.

b. Eliminar el criterio de “bosque tumbado y tierra trabajada” como requisito para darle la propiedad a los agricultores en tierras donde hay bosques.

c. Cambiar el sentido de todos los incentivos perversos hasta ponerlos al revés, de modo que conservar sea más atractivo que incendiar. Por supuesto que esto implica grandes cambios en la asignación de recursos y requiere cambios en las políticas y la legislación, una tarea que puede tomar varios años.
¿Pero qué hacemos mientras tanto?

Mientras tanto se puede tomar unas medidas intermedias urgentes: una de ellas tiene que ser una combinación de  multa al incendio y premio a la conservación (MIpCO) que debe ser instalada de inmediato, y que puede ser implementada de la siguiente manera:
1. Se escogerá unos 16 municipios correspondientes a los departamentos de Beni, Santa Cruz, La Paz y Cochabamba, los departamentos con más incendios (4 municipios por departamento).

2. Se cuadriculará estos municipios, como ya lo ha hecho el SERGEOTECMIN (Servicio Técnico de Minas). Este Servicio ha cuadriculado el país en una cuadrícula tan pequeña que cada cuadrado cubre un área de 25 hectáreas, algo casi ideal para el control de propiedades agropecuarias, especialmente en las tierras bajas. Su SIG puede ser fácilmente copiado o transferido a otras reparticiones del Gobierno.

3. En cada municipio escogido se seleccionará al azar cinco cuadrados. Eso arrojará un total de 80 puntos de observación. (4*4*5=80 puntos). Se examinará in situ esos sitios tres veces durante la época seca (al empezar, al promediar y al finalizar) y se procederá de la siguiente manera:
· Si se constata que no hubo fuego en las tres ocasiones, se dará un incentivo en efectivo y un diploma al dueño del predio. 
· Si hubo fuego sin autorización o éste fue descontrolado, se le aplicará una multa muy fuerte y se entregará la información al INRA para que proceda de acuerdo a ley.
· Si hay fuego, pero el propietario tiene autorización y el fuego es controlado, no se tomará ninguna medida. 
Es claro que las multas y los incentivos tendrán que ser lo suficientemente altos como para cambiar las conductas de los propietarios. Los Gobiernos Municipales deberán actuar como agentes de cobro y pago, así también tendrán un incentivo para intervenir. La SIF podría realizar alguna tarea coadyuvante.

4. Se educará e informará a todos mediante los medios de comunicación
He calculado a mano alzada los costos, ingresos y financiamiento de esta propuesta. Son los siguientes: 
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Ingresos 60 40 20 10

Multas ($us 500) 40000 30000 20000 10000 5000 0

Subtotal 40000 30000 20000 10000 5000 0

Costos  

Cuadricula de municipios 0 0 0 0 0 0

Entrenamiento de funcionarios 25000 20000 15000 10000 10000 10000

Inspecciones de campo 32000 32000 32000 32000 32000 32000

Incentivos ($us 1000) 0 20000 40000 80000 70000 80000

Subtotal 57000 72000 87000 122000 112000 122000

Ingresos - Costos -17000 -42000 -67000 -112000 -107000 -122000

Valor actual (al 12%) -15179 -33482 -47689 -71178 -60715 -61809

Valor actual total:  -290052


El sistema pierde dinero, claro. Pero sus resultados financieros dependen de sus ingresos y de sus costos, como de cualquier actividad económica. Sus costos son ridículamente bajos si se los compara con los daños que evitaría y especialmente con el dinero que se tira en las “campañas educativas”. Sus ingresos pueden elevarse mediante un incremento en el monto de las multas. Y supongo que el Gobierno Central y las Prefecturas podrían poner algo de dinero, cumpliendo lo que la Ley Forestal les manda.
Es probable que a largo plazo el sistema pague más incentivos que lo que cobra por multas. Sería lo deseable, porque lo que se quiere es justamente invertir las señales que reciben los actores. Si se usa el principio de “deseo de pagar” (“willingness to pay”) se podría encontrar el dinero necesario en los bolsillos de los muchísimos interesados en preservar la Amazonia, que no están sólo dentro del país; están principalmente afuera.
Este sistema puede mantenerse casi solo. Y también puede expandirse rápidamente. En los primeros años cada municipio podría enseñar el sistema a otros, multiplicando el efecto. Al cabo de cinco años se podría tener el sistema funcionando en todo el país e ingresando a una fase de perfeccionamiento.

Mientras no haya una propuesta más concreta y directa, la que acabo de presentar es la más concreta y directa disponible.

Estas medidas de corto plazo permitirían además preparar el escenario para tomar las medidas de fondo sugeridas más arriba. Es de esperar que las autoridades a cargo del sector forestal escuchen estas sugerencias y tomen medidas prácticas y reales para frenar los incendios, en vez de organizar talleres y seminarios que sólo terminan en almuerzos con buenas intenciones.

¡A trabajar de verdad, que ya viene una nueva estación seca!








La Paz, Marzo de 2006
� Boliviano, sociólogo
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